
Consideraciones iniciales para evitar el impacto negativo en el sector social de la discapacidad de la futura Ley de Desindexación anunciada por el Gobierno
El Programa Nacional de Reformas del Reino de España 2013, aprobado por el Gobierno en el Consejo de Ministros celebrado el 26-4-2013, junto al Programa de Estabilidad de España 2013-2016, incluyó como compromiso una nueva Ley de Desindexación de la Economía Española.

Objetivos de la Ley de Desindexación de la Economía Española
Esta norma introducirá un nuevo índice de referencia que sustituya al Índice de Precios al Consumo (IPC) en las actualizaciones periódicas, entre otras, de ingresos y gastos, precios, tarifas, tasas y rentas de las Administraciones Públicas. El nuevo índice será más exigente que el IPC y en su formulación tendrá en cuenta el nivel inflación del 2 por 100 considerado por el Banco Central Europeo como estabilidad de precios.

El principal objetivo de esta norma es prevenir determinados "efectos de segunda ronda" en el proceso de formación de precios. De esta forma, se limita la influencia sobre la economía española de importantes perturbaciones de precios de origen exógeno y se consigue que la inflación esté más cercana, según indica el Gobierno, a los fundamentos de la propia economía.

Plazos

Está previsto que el Anteproyecto de Ley se presente al Consejo de Ministros a finales de mayo de este año, de manera que pueda entrar en vigor en enero de 2014, momento en el que se actualizan la mayor parte de los precios.

Impacto de la Ley de Desindexación de la Economía Española

Hasta la fecha desconocemos el texto del Anteproyecto.
En la comunicación del Gobierno a Bruselas se da algún detalle
: el nuevo índice será el “IPC subyacente a impuestos constante con un límite superior del 2%”. El índice subyacente excluye del cómputo productos energéticos y alimentos frescos. El “índice a impuestos constantes” descuenta del IPC el impacto en los precios de las subidas de los tributos indirectos (por ejemplo, el IVA) 

Se ha estimado que en marzo pasado, de haberse aplicado este nuevo índice el incremento anual sería del 0,3% mientras que el IPC anual fue en ese mes del 2,4%

Impacto sobre los contratos públicos
Esta norma va a afectar de forma profunda a todos los contratos públicos, por tanto, también a las entidades del Tercer Sector que sean contratistas o gestoras de servicios públicos de cualquiera de las Administraciones, por ejemplo proveedoras de servicios sociales, entre los que están los de atención a personas con discapacidad.

Regulación de la revisión de precios en los contratos públicos

Hasta la fecha la revisión de los precios de los contratos públicos se regula en los artículos 89 a 94 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

El sistema de revisión de precios afecta a la contraprestación económica que va a recibir una entidad o empresa proveedora de bienes o servicios a la Administración. Por tanto, se trata de un tema muy sensible para las Entidades del Tercer Sector de Acción Social.

El régimen de revisión de precios es muy complejo, y, básicamente, se caracteriza por los siguientes elementos:

· El primer 20 por 100 ejecutado y el primer año transcurrido desde la formalización quedarán excluidos de la revisión.

· No obstante, en los contratos de gestión de servicios públicos, la revisión de precios podrá tener lugar una vez transcurrido el primer año desde la formalización del contrato, sin que sea necesario haber ejecutado el 20 por 100 de la prestación.

· Los pliegos o el contrato pueden excluir la revisión de precios.

· El pliego de cláusulas administrativas particulares o el contrato deberán detallar, en su caso, la fórmula o sistema de revisión aplicable.

· La revisión de precios se llevará a cabo mediante la aplicación de índices oficiales o de la fórmula aprobada por el Consejo de Ministros, previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado, para cada tipo de contratos.

· Cuando el índice de referencia que se adopte sea el Índice de Precios de Consumo (IPC) elaborado por el Instituto Nacional de Estadística o cualquiera de los índices de los grupos, subgrupos, clases o subclases que en él se integran, la revisión no podrá superar el 85 por 100 de variación experimentada por el índice adoptado.

Propuestas para la negociación

Resulta improcedente realizar propuestas articuladas en esta fecha, sin conocer el borrador de norma o Anteproyecto, que el CERMI espera conocer en las fases de consulta de esta iniciativa, que es de esperar abra el Gobierno.
No obstante, nuestras propuestas deberían garantizar excepciones o reglas moderadoras del impacto del nuevo índice o índices, cuando este o estos hicieran imposible o inviable financieramente la ejecución del contrato.

Así, el nuevo índice habrá de tener en cuenta aspectos como:

· La revisión de los salarios establecidos en convenio colectivo, de aplicación obligatoria a las empresas.

· La revisión de otros costes imputables a la ejecución de los contratos públicos, tales como los de alimentación (comidas en centros de día, colegios, residencias), energía, transporte, materiales didácticos, equipamientos, etc.
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